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1. 
Norma acusada

LEY 975 DE 2005

(Julio 25) 

Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios

ARTÍCULO 67. Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito judicial, que se creen en virtud de la presente ley, serán elegidos por la Sala Plena de la Corte Suprema de justicia, de listas enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Los requisitos exigidos para ser Magistrado de estos Tribunales, serán los mismos exigidos para desempeñarse como Magistrado de los actuales Tribunales Superiores de Distrito Judicial.

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, podrá conformar los grupos de apoyo administrativo y social para estos Tribunales. La nominación de los empleados, estará a cargo de los Magistrados de los Tribunales creados por la presente ley.

2.
Decisión 

Declarar EXEQUIBLES los incisos primero y tercero del artículo 67 de la Ley 975 de 2005, “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”, por el cargo analizado, en el entendido que a partir de la notificación de esta sentencia, los empleos a los que se refieren los incisos mencionados, deberán ser provistos de la lista de elegibles vigente.

3.
Fundamentos de la decisión

El problema jurídico que le correspondió resolver a la Corte Constitucional en esta oportunidad, consistió en determinar si el legislador desconoció la regla consagrada en el artículo 125 de la Carta Política, al establecer que los funcionarios judiciales encargados de adelantar los procesos en el contexto de la ley de reincorporación de grupos al margen de la ley (conocida como Ley de Justicia y Paz) pueden ser elegidos o designados sin necesidad de presentarse a un concurso público de méritos.

El análisis de la Corte, comenzó por reiterar la línea jurisprudencial sostenida en relación con la aplicación de la regla constitucional general, según la cual “los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera” (art. 125 C.P.), de manera que es claro, que no pueden ser provistos de manera arbitraria y caprichosa, sino tomando en consideración el mérito y la igualdad de oportunidades para acceder al ejercicio de la función pública. Esto garantiza que en el concurso puedan competir todas las personas que cumplan los requisitos exigidos para el cargo y elegir entre ellas, a las que sean las mejores para desempeñar las funciones, en razón a sus méritos. Advirtió que, sin embargo, la Constitución también establece que esta regla no es absoluta, pues establece cuatro excepciones, tres de ellas específicamente definidas por el constituyente (los empleos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción y los trabajadores oficiales) y la última establecida en términos generales y amplios para permitir al legislador establecer otros casos, al disponer que “los demás que determine la ley”. 
La Corte reafirmó que la carrera administrativa es uno de los elementos definitorios y estructurales del Estado social de derecho cuyo desconocimiento grave y estructural, como lo ha indicado la jurisprudencia, puede incluso, implicar una sustitución del orden constitucional vigente. No obstante, como ya se indicó, no se trata de una regla universal y absoluta, pues admite las excepciones enunciadas. 

En el caso concreto de los incisos primero y tercero del artículo 67 de la Ley 975 de 2005, demandados en este proceso, la Corte señaló que en principio podría pensarse que por tratarse de Magistrados de los Tribunales Superiores y empleados de grupos de apoyo administrativo y social, elegidos para los particulares y específicos propósitos de la Ley 975 de 2005 y por tanto, de naturaleza temporal, bien podía el legislador establecer la forma de nombramiento prevista en la norma acusada, sin tener que acudir a las listas de elegibles conformadas mediante concurso de méritos. Sin embargo, recordó que con ocasión de la revisión previa de una reforma a la ley estatutaria de la administración de justicia, se estableció que pese a que “los jueces de descongestión tienen vocación de transitoriedad y, por lo tanto, sus titulares no pertenecen a la carrera judicial, en virtud de los principios de transparencia e igualdad y del mérito como criterio de acceso a la función pública, su designación hace inexcusable tomar en cuenta y respetar el orden de las listas de elegibles, conformadas por quienes han agotado todas las etapas del concurso de mérito y se encuentran a la espera de su nombramiento definitivo. Sólo de esta manera, la creación de jueces de descongestión es compatible con los principios que rigen la función pública y la designación de los jueces, en particular el mérito” (Sentencia C-713/08). 

A juicio de la Corte, esta misma regla es aplicable en el presente caso, toda vez que la vocación de transitoriedad de los Magistrados y empleados de grupos de apoyo encargados de los procesos a los que se les aplica la Ley 975 de 2005, no es óbice para que quienes se desempeñen en esos cargos sean elegidos en virtud del mérito, respetando el orden de la lista de elegibles, conformada para dicha categoría de cargos. En este sentido, la Corte encontró que los incisos demandados se ajustan a la Constitución siempre y cuando se entienda que las listas que deben ser enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior a la Corte Suprema de Justicia para la designación de tales Magistrados, corresponden a las listas de elegibles vigentes para la provisión del cargo de Magistrado del Tribunal Superior de Distrito Judicial. De igual manera, los empleos de los grupos de apoyo, deberán ser nombrados por los respectivos Magistrados creados por la Ley 975 de 2005, pero de las listas de elegibles correspondientes. 

En consecuencia, los incisos primero y tercero del artículo 67 de la Ley 975 de 2005 fueron declarados exequibles, en el entendido que a partir de la notificación de esta sentencia, los empleos a los que se refieren los incisos mencionados, deberán ser provistos de la lista de elegibles vigente.
